
CECILIA ALZAMORA 
Una presentación será hecha 

istc la Contrdoría General de la 
Reptiólica para que se investigue 
d $esempefio de los alcaldes en 

Tal desempeño, enmarcado en 
d tlamalio Plan Nacional de Ac- 
ción Cívica-, viola las disposicio- 
nes legales vigentes, según los 
au-bres del escrito. 

Asf lo señaló el abogado Her- 
n%n Bosselin, quien encabeza el 
egiripo jurídico que la próxima se- 
mapa presentará los antecedentes 
reunidos sobre a t a  situación. 

Según el profesional, el punto 
de partida de este caso dice rela- 
ción con la declaración del subse- 
cretario del Interior, Alberto Car- 
demil, el 21 de julio del año pasa- 
do, con’ ocasión del octavo con- 
greso nacional de alcaldes. . 

En dicha oportunidadCardemi1 
dio a conocer a los ediles el Plan 
de Acción Cívica, advirtiéndoles 
ai mismo tiempo que “el rol de 
los alcaldes será, en los años que 
vienen, fundamentalmente políti- 
co”. 

En esa oportunidad sostuvo 
también que “el alcalde debe lo- 
grar en su comuna la adhesión 
mayoritaria e incontrarrestable a 
los ciudadanos en torno al gobier- 
no para que se produzca un ade- 
cuado tránsito entre la etapa de 
d n  a la plena democracia y 
lei umsoiidación del prm%”. 

Ippta.s politica. 

Abogado Hernán Bosselin. 
Dice Bosselin que estas-afirma- 

ciones indican que se le ha asigna- 
do a los alcaldes, por parte de la 
autoridad gubernamental, funcio- 
nes políticas que exceden el marco 
de su competencia. 

“Una instrucción de esa natura- 
leza naturalmente que viola la ley 
orgánica de las municipalidades, 
viola el estatuto administrativo y 
contraviene la Constitución de 
1980. En consecuencia, en dere- 
cho público, deben estos actos ser 
sancionados de acuerdo con las 
normas de la legislacion vigente”. 
Los alcaldes están sometidos a 

la ley orgínia de municipaiida- 
des -decreto ley 1289 de 1975- 
donde se establecen las facultades 
que tienen como servidores públi- 
cos, ninguna de las cuales se vin- 
cula a trabajos de orden político. 

El artículo 7 de la Constitución 
Política del Estado señala asimis- 
mo que “ninguna magistratura, 
ninguna persona ni grupos de per- 
sonas pueden atribuirse, ni aun a 
pretexto de circunstancias extra- 
ordinarias, otra autoridad o dere- 
cho que los que expresamente se 
les hayan conferido en virtud de 
la Constitución o las leyes”. 

Según la ley orgánica los alcal- 
des son funcionarios públicos -ar- 
tículo 4 1- y se rigen por el Estatu- 
to Administrativo. Este establece 
-artículo 99- que los empleados 
pueden emitir libremente opinio- 
nes, pero ‘:no podrán usar de la , 
autoridad funcionaria que emane 
de un empleo o función para fa- 
vorecer o perjudicar a cualquier 
tendencia o partido político”. l a  
trasgresih a estas disposiciones 
involucra una sanción que supone 
la renuncia al cargo. 

Agregó que pedirán a la ,Con- 
traloría General de la República 
que investigue los verdaderos al- 
cances del Plan de Acción Cívica, - 

pidiendo los antecedentes a los al- 
caldes del país y a la Subsecretaría 
del Interior, para p e  si se com- 
pueba esta situación, “se enmien- 
den esas conductas erróneas”. 


